P R O Y E C T O    D E    L E Y

El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de 

L   E   Y

Artículo 1: Incorpórese a la ley 11.922 y sus modificatorias el siguiente artículo: 


“ ARTICULO 85 bis: Asistencia a la víctima por afectación de derechos humanos - Ante la toma de conocimiento prevista en el artículo 291 in fine, la Defensoría General Departamental designará a un Defensor Oficial que suministrará, a quien alegue en forma verosímil  su calidad de víctima de apremios ilegales, torturas y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, la información suficiente que posibilite su derecho a ser asistida como tal, teniendo en miras su protección integral y, asumiendo el carácter de particular damnificado si no contara con medios suficientes para contratar una abogado. La víctima podrá proponer patrocinio letrado por cualquier medio o persona.”

Artículo 2: Modifícase el artículo 291 de la ley 11.922 y sus modificatorias el que quedará redactado de la siguiente manera:


“ARTÍCULO 291:  Denuncia ante el Ministerio Público Fiscal – Cuando la denuncia se formule ante el Agente Fiscal, éste deberá comunicarla de inmediato al Juez de Garantías en Turno.

Si la considera procedente, el Agente Fiscal dispondrá las medidas conducentes promoviendo la investigación penal preparatoria, y requiriendo del Juez de Garantías las medidas de coerción que correspondieren.

En los supuestos que se ordene el inicio de investigación penal preparatorio sustanciada por la presunta comisión de los delitos previstos en los artículos 144 bis inc. 2º y 3º y 144 ter. Del Código Penal, el representante del Ministerio Público Fiscal lo informará conjuntamente al Organo jurisdiccional y a la Defensoría  General Departamental.

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

F U N D A M E N T O S


La presente iniciativa tiene por objeto conjugar la actividad de la Defensa General con los titulares de las Unidades de Defensa departamentales, quienes actuarán  en base a la protección y asistencia integral de la víctima de apremios ilegales, tortura, tratos crueles e inhumanos y degradantes, asumiendo el carácter de particular damnificado si es que no lo hace el abogado particular.


En ese sentido se propone modificar el artículo 291 del Código procesal penal agregando la obligación por parte del representante del ministerio público fiscal, de informar ante supuestos de presunta comisión de los delitos previstos en los artículos 144 bis inciso 2º y 2º y 144 ter del Código Penal, al órgano jurisdiccional y a la Defensoría General Departamental.


Al mismo tiempo,  el proyecto platea incorporar al Código procesal penal el artículo 85 bis. Mediante el mismo, la Defensoría General Departamental ante el anoticiamiento de la presunta comisión de delitos como los mencionados designará a un defensor oficial que suministrará a quien alegue en forma verosimil su calidad de víctima de apremios ilegales, tortura y otros tratos crueles o penas crueles inhumanos y degradantes la información suficiente que posibilite su derecho a ser asistida como tal, asumiendo el carácter de particular damnificado si no contara con los medios suficientes para contratar un abogado. 


En el cuadro general de los ordenamientos procesales penales argentinos, la del particular damnificado resulta ser no sólo una figura peculiar, sino también un instituto de larga tradición en el ámbito judicial bonaerense.


El Código Procesal Penal de la provincia de Buenos Aires ha previsto la figura del particular damnificado en el capitulo VI del Título IV (partes y demás intervinientes) en sus artículos 77 y siguientes. 


El código  caracteriza a la figura como determinada por la "persona particularmente ofendida por un delito de los que dan lugar a la acción pública". Es así como es la noción de "ofendido" la que fija la calidad de "particular damnificado". Según Clariá Olmedo "ofendido" es el titular del bien jurídico protegido por la norma penal; es decir, el sujeto pasivo del hecho incriminado (Tratado..., t. II, p. 456). 

La propuesta que hoy sometemos a consideración de la honorable Legislatura tiende a simplificar y humanizar la intervención ante situaciones de extrema vulneración y afectación de  derechos personalísimos.

En suma, el personal letrado de la Defensa Oficial, puede ser – en el caso que lo determine el Defensor General – distribuido a fin de asumir debidamente la representación de las víctimas de apremios ilegales, tortura, tratos crueles, degradante e inhumanos.

Por los fundamentos expuestos, solicitamos a los Sres. Legisladores que nos acompañen con la aprobación de la presente inciativa.

